PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos que correspondan, reglamente la Ley N º 11078, que regula las relaciones colectivas e individuales de las Comunidades Aborígenes de nuestro territorio provincial, reconociendo como fundamental el derecho a darse su propia organización, respetando su cultura, y propiciando su efectiva inserción social. 

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

                        En la provincia de Santa Fe, así como en el resto del país, conviven diferentes identidades culturales. La argentina siempre se ha caracterizado por poseer, en el seno de su composición social, una diversidad de razas, de las cuales muchas de ellas tienen un origen autóctono, y están directamente relacionadas con nuestra identidad, con nuestra historia, y con las tradiciones culturales más profundas de nuestro pueblo.

                        Las comunidades aborígenes son actoras fundamentales de la producción cultural de nuestra provincia, por haber sido las dueñas originarias de estas tierras, y las primeras habitantes de este continente, desde el principio de nuestros tiempos. La población indígena de nuestra provincia, a pesar de que no haberse realizado un censo para relevar diversas variables que hacen a sus condiciones de vida, es de más de 20.000 integrantes, y por esto mismo esperan un reconocimiento legal de los derechos que le son propios. 

                        Si bien es cierto que en los últimos años se avanzó positivamente en la producción de normas sobre la temática de las comunidades aborígenes a nivel nacional, nuestra provincia no ha tenido una continuidad, ni en el tiempo, ni en los hechos concretos, que permita hacer realidad los derechos que asisten a este importante grupo de santafesinos, cuyas características étnicas y culturales propias tenemos el deber de preservar.

                        En cuanto a esto último, podemos decir que en el año 1985 se sancionó, a nivel nacional, la Ley de Protección de Comunidades Aborígenes nº 23.302  que declaró de “…interés nacional la atención y apoyo a los aborígenes y a las

 comunidades indígenas existentes en el país, y su defensa y desarrollo para su plena participación en el proceso socioeconómico y cultural de la Nación, respetando sus propios valores y modalidades…A ese fin, se implementarán planes que permitan su acceso a la propiedad de la tierra y el fomento de su producción agropecuaria, forestal, minera, industrial o artesanal en cualquiera de sus especializaciones, la preservación de sus pautas culturales en los planes de enseñanza y la protección de la
salud de sus integrantes”.  El 29 de diciembre de 1989, nuestra provincia adhirió a la norma aludida, a través de la ley nº 10375, en la cuál se estableció un aplazo de 90 días para que el Poder Ejecutivo provincial la reglamentara, lo que nunca se plasmó en la realidad.

                        También recordemos el duro trabajo que llevaron adelante las Comunidades Aborígenes del país para que se reconocieran sus derechos en nuestra Carta Magna, cuando en la Convención Constituyente de 1994 fueron protagonistas, asistiendo a prolongadas sesiones y dialogando largamente con los Convencionales Constituyentes, quienes finalmente plasmaron, en el art. 75 inc. 17 de la Constitución Nacional, las bases de lo que debería ser la concreción de aquellas reivindicaciones largamente esperadas. El mencionado artículo estableció que debemos “…Reconocer la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas argentinos. Garantizar el respeto a su identidad y el derecho a una educación bilingüe e intercultural; reconocer la personería jurídica de sus comunidades, y la posesión y propiedad comunitarias de las tierras que tradicionalmente ocupan; y regular la entrega de otras aptas y suficientes para el desarrollo humano; ninguna de ellas será enajenable, transmisible, ni susceptible de gravámenes o embargos. Asegurar su participación en la gestión referida a sus recursos naturales y a los demás intereses que los afectan. Las provincias pueden ejercer concurrentemente estas atribuciones”.

                        En lo referente a nuestra provincia, las organizaciones aborígenes lograron que en el año 1993 se sancionara la ley provincial nº 11.078 que regula las relaciones colectivas e individuales de las mismas en el territorio provincial, 

reconociendo como fundamental el derecho a darse su propia organización, respetando su cultura,  y propiciando su efectiva inserción social.

                        Desde aquella sanción, fueron varios los intentos de reglamentar esta ley por parte de las distintas administraciones, todos sin éxito. Entendemos que la voluntad política, hecha ley en su momento, debe ser llevada a la realidad concreta, a través de un instrumento que surja del estudio, y la participación preponderante de los sectores involucrados, ya que son esas las voces a las que debemos darle relevancia.

                        Entendemos que existe mucha voluntad y deseo, por parte de las Instituciones Aborígenes, de que el Poder Ejecutivo Provincial de vida a los contenidos de dicha ley a través de un decreto reglamentario que proteja su modo de vida, su cultura, y sus derechos cívicos. Debemos insistir en este reclamo, como santafesinos que vivimos, producimos, y transitamos por este territorio que, alguna vez, fue parte de nuestros antepasados indígenas. 
                        Por todo lo expuesto solicito a mis pares la aprobación del presente Proyecto de Comunicación.
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